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 TOCA ******/2025-3

EXP. ******/2025-2


	RECURSO DE APELACIÓN: ******.

	JUICIO CONTENCIOSO: ******/2.

	PARTE ACTORA:

******.

	AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE:  DIRECTOR GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, ACTUANDO POR SÍ, Y EN REPRESENTACIÓN DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA MISMA CONTRALORÍA Y LA DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA Y EVOLUCIÓN PATRIMONIAL.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMIREZ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de mayo de dos mil veintiséis. 

V I S T O S para resolver los autos del toca ******/2025/SS-3, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el catorce de octubre de dos mil veinticinco por ******, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veinte de agosto de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo ******/2025/2; turnado a ésta Sala Superior el veintidós de octubre siguiente, mediante el oficio TEJA/2SU/121/2025/SA, signado por la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución impugnada, y en consecuencia su NULIDAD, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de la presente Sentencia.

[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, ******, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el catorce de octubre del año inmediato anterior, en la Oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintidós de octubre siguiente; atendiendo a que por auto de dieciséis del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente ******/2025/2.
III.- Por acuerdo de veintisiete de octubre de dos mil veinticinco 
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por ******, con el carácter antes referido; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la parte actora ******, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de doce de noviembre de dos mil veinticinco
 se certificó que la parte actora desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 152, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
De los citados preceptos legales se obtiene que la Litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de la Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el servidor público o el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que, resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de ******, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, personalidad que le fue reconocida por la Sala de origen en proveído de veintiuno de marzo de dos mil veinticinco,
 de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo de este Estado.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la autoridad demandada y recurrente vía electrónica el diecinueve de septiembre del dos mil veinticinco, por lo que dicha notificación surtió efectos el veinticuatro siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del veinticinco de septiembre al quince de octubre del año inmediato anterior, sin contar los días veintisiete y veintiocho de septiembre, cuatro, cinco, once y doce de octubre de dos mil veinticinco (sábados y domingos) por ser inhábiles; por lo que si el recurso de apelación se presentó el catorce de octubre del año inmediato anterior, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, de la interpretación armónica de ambos artículos, se desprende que el recurso de apelación intentado por ******, en su carácter de ******, resulta procedente, en atención a que la resolución que se impugna de dieciséis de octubre de dos mil veinticinco, fue emitida por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, en el juicio contencioso administrativo ******/2025-2, en el que la materia es de responsabilidades administrativas, de modo que el asunto encuadra en el supuesto de procedencia previsto por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el artículo 152, penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión del asunto sometido a potestad de quien aquí resuelve, conviene narrar los antecedentes que se desprenden de autos:
a) El once de septiembre de dos mil veinticuatro
, el Director de Responsabilidades y Ética pública de la Contraloría General del Estado dictó resolución en autos del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa ****** en la que se determinó que la servidora pública ******, había incurrido en las causas de responsabilidad administrativa previstas por el artículo 48, fracción V, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y se le impuso la sanción prevista por el artículo 74, fracción IV, de la Ley de la materia, consistente en la inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones, en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, por el lapso de tres meses.
b) Inconforme con tal determinación, ******, interpuso recurso de revocación, el cual mediante resolución de veinte de noviembre del dos mil veinticuatro
, emitida por la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, confirmó el fallo de once de septiembre de ese mismo año.
c) En contra de la determinación dictada en el recurso de revocación de mérito, la servidora pública en trato, promovió juicio contencioso administrativo ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, del cual correspondió conocer a la Segunda Sala Unitaria, quien por determinación de veinte de agosto del año anterior, determinó la ilegalidad e invalidez de la resolución combatida, así como de la resolución de origen de once de septiembre de dos mil veinticuatro y, por consecuencia, su nulidad.
La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. Estudio. Los agravios que hace valer la autoridad recurrente son inoperantes; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

En sentencia de veinte de agosto del año próximo pasado, dictada en el juicio contencioso administrativo ******, la Segunda Sala de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, señaló que estaba facultada para verificar los argumentos hechos por la promovente, tanto los emitidos en sede administrativa como los esgrimidos en el juicio de origen, pues cuando se impugna la resolución recaída al recurso, debe entenderse que también se controvierte la recurrida, formando parte de la litis al igual que los agravios que se hicieron valer en su contra, lo que evita reenvíos, en concordancia con el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia pronta y expedita, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; máxime que la pretensión de la demandante es que se dirima a su favor el fondo del asunto planteado y no sólo que se resuelva sobre la procedencia del recurso, lo cual es acorde con la finalidad del principio de litis abierta al facultar al juzgador contencioso para sustituir a la autoridad que tendría que resolver el recurso.
La Sala de origen puntualizó, que en la parte normativa contenida en el párrafo tercero del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se dispone que, “cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso”; por lo que este asunto se analizaría bajo el principio jurídico de “litis abierta”.
Y para sustentar lo anterior cito la tesis de rubro: “LITIS ABIERTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ANTE EL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. CONFORME A ESTE PRINCIPIO, CUANDO SE DECLARA ILEGAL LA DECISIÓN DE DESECHAR UN RECURSO, LA SALA ORDINARIA O EL PLENO JURISDICCIONAL QUE CONOZCA DEL ASUNTO, DE CONTAR CON ELEMENTOS PARA ELLO, DEBE ANALIZAR LOS AGRAVIOS EXPUESTOS POR EL RECURRENTE EN SEDE ADMINISTRATIVA, AUN CUANDO NO LOS HAYA REITERADO EN SU DEMANDA, SEÑALADO COMO DEMANDADA A LA AUTORIDAD RECURRIDA, NI INDICADO COMO ACTO IMPUGNADO LA DECISIÓN DE ÉSTA”. 

Luego, procedió al estudio del cuarto y quinto conceptos de impugnación que hizo valer la parte actora en su escrito de demanda, los cuales reprodujo y señaló los conceptos de impugnación emitidos la autoridad demandada 
Posteriormente la A quo determinó que el concepto de invalidez formulado por la actora se encontraba fundado 

Para arribar a la anterior determinación, precisó las siguientes consideraciones previas:

1. El veintisiete de mayo de dos mil quince, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2. Derivado de la reforma constitucional referida en el punto que antecede, el dieciocho de julio de dos mil dieciséis, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por medio del cual se expidieron, entre otras, la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

3. En concordancia a lo anterior, mediante Decreto 0186 Se reformaron los artículos, 13 en su fracción II, 31 Bis, 54, 57 en sus fracciones, XII, y XXXIII, 80 en su fracción XIII, 86 en sus párrafos, quinto, y sexto, 87, 123, 125 en su párrafo primero, y fracciones, II, y III, y en los títulos, Décimo Primero, y Décimo Segundo, la denominación de sus capítulos únicos; y adiciona, el párrafo cuarto al artículo 124, el artículo 124 Bis, y la fracción IV al artículo 125, de y a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, según publicación en el Periódico Oficial del Estado de 03-Marzo-2016, y con ello las leyes secundarias que conforman el Sistema Estatal Anticorrupción; siendo la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de San Luis Potosí (nueva POE 25-Mayo-2017); Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí (nueva POE 3-Junio-): Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí (nueva POE 10-Abril-2017); Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí (Nueva 20-Agosto-2018); Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí (Nueva 10-Abril-2017): Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí (reformada POE 11-Abril-2017): y, Código Penal del Estado de San Luis Potosí (reformado 11-Abril-2017).

4. En el asunto que nos ocupa, conviene analizar el criterio de oportunidad que establecía la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 72, y la reformulación que establece el legislador en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en sus numerales 76 y 103:
	LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ
	LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ

	ARTICULO 72. Las autoridades a que se refiere este Capítulo, en los ámbitos de su competencia, podrán abstenerse de sancionar al infractor por una sola vez, cuando lo estimen pertinente, justificando la causa de la abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor y no se hayan causado daños o perjuicios.
	ARTÍCULO 76. Corresponde a las contralorías o a los órganos internos de control imponer las sanciones por faltas administrativas no graves, y ejecutarlas o proveer las instrucciones conducentes 

a su ejecución. 

Las contralorías o los órganos internos de control podrán abstenerse de imponer la sanción que corresponda siempre que el servidor público: 

I. No haya sido sancionado previamente por la misma falta administrativa no grave, y 

II. No haya actuado de forma dolosa. 

Las contralorías o los órganos internos de control dejarán constancia de la no imposición de la sanción a que se refiere el párrafo anterior.

	
	ARTÍCULO 103. Las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras se abstendrán de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, cuando de las investigaciones practicadas o derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó. 

La autoridad investigadora o el denunciante, podrán impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la presente Ley.


5. Así, con base en la reforma en materia de responsabilidades y de la nueva Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se dio un cambio de paradigma en la forma de administrar justicia en materia de responsabilidades administrativas, y para el caso que nos ocupa, un cambio en la forma de hacer efectivo el criterio de oportunidad para el efecto de no imponer sanciones o de no iniciar procedimientos de responsabilidad. 

6. En ese orden de ideas, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, se advierte que las autoridades competentes en materia de sanción de las responsabilidades de los servidores públicos (entre ellos la Contraloría General del Estado), ostentaban una facultad discrecional, entendida esta como aquellas que pueden estar expresamente señaladas en la ley, o bien, encontrarse implícitamente contenidas en el marco regulatorio que la rige. 

Su característica es, sin duda, la libertad de apreciación que la ley otorga a las autoridades para actuar o abstenerse de hacerlo en determinados casos, con el propósito de lograr la finalidad que la ley les señala, por lo que el ejercicio de dichas facultades implica, en todos los casos, que la autoridad podrá elegir el tiempo y las circunstancias en que aplica la ley, sin que ello suponga una autorización legislativa para la actuación arbitraria del órgano, pues sus acciones estarán acotadas por los lineamientos que las disposiciones jurídicas contemplen y, por encima de  cualquier condición, por los requisitos constitucionales de fundamentación y motivación de sus actos. 

Dicha facultad discrecional consistía en abstenerse de sancionar a los servidores públicos que hayan incurrido en motivos de responsabilidad administrativa, con base en los supuestos en que lo estimen pertinente. 

De lo anterior, se estimaba que dicho criterio de oportunidad no constituía un derecho de los servidores públicos, para ser invocado en su defensa, aún si cumplían con los requisitos establecidos en la misma norma, los cuales consistían en: 

· Que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, 

· Lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor y 

· No exista daños o perjuicios. 

7. De lo anterior, se observa que la Contraloría, tenía la posibilidad de abstenerse en la imposición de sanciones, al acreditarse las circunstancias expresadas. 

En cambio, la legislación vigente establece que la abstención de imponer sanciones o iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa, es una facultad reglada, que, a diferencia de la discrecional, señala las consideraciones para su aplicación y obliga a la autoridad a cumplir con lo que la ley dispone, en otras palabras, vincula a la potestad que la ejerce, a proceder de modo preciso en la forma prescrita, sin margen de apreciación subjetiva ni discrecional. 

Lo anterior, dado es inconcuso que si dicha facultad se ejerce de manera discrecional, podría vulnerar derechos fundamentales al fomentar la ilegalidad y atentar contra la seguridad jurídica de los servidores públicos. ya que la autoridad resolutora decidiría arbitrariamente aplicar la sanción contra quien guarde animadversión y propiciaría el tráfico de favores.

Bien, de los artículos 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, (arriba transcritos) se advierte una pluralidad de consideraciones para la aplicación del criterio de oportunidad en estudio, porque prevé diversas hipótesis de realización alternativa.

De la interpretación armónica de los numerales trasuntos se dice que las consideraciones necesarias para que la Contraloría General del Estado, o en su caso, el órgano interno de control, se abstenga de imponer sanción o de iniciar procedimiento de responsabilidad administrativa, debe acreditar que: 

A. El procedimiento incoado sea por una falta administrativa no grave: 

B. El presunto responsable no haya sido sancionado previamente por la misma falta administrativa no grave o por alguna falta grave; 

C. Que el presunto responsable no haya actuado de forma dolosa; 

D. Se advierta que no existe daño ni perjuicio a la Hacienda Pública Estatal o Municipal, o al patrimonio de los entes públicos; 

E. Que la conducta del presunto responsable esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible o que el acto u omisión fue corregido o subsanado de manera espontánea por el servidor público o implique error manifiesto y en cualquiera de estos supuestos, los efectos que, en su caso, se hubieren producido, desaparecieron. 

Precisado lo anterior advirtió que el acto impugnado consistió en la resolución del recurso de revocación, de veinte de noviembre de dos mil veinticuatro, signado por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, mediante la cual confirmó la resolución de once de septiembre de dos mil veinticuatro, dictada en el expediente ******, en la que impuso a la actora en el juicio de origen, sanción consistente en inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas por el periodo de tres meses, ya que divulgó datos personales en su cargo como Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Cultura del Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior, en atención a que el Director General de Legalidad e Integridad Pública, autoridad demandada, consideró que la falta administrativa no grave cometida por la accionante, en su carácter de entonces Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Cultura del Estado de San Luis Potosí, consistente en divulgar información personal, no era un asunto que versara sobre cuestiones de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente pudieran sustentarse diversas soluciones, sino que por el contrario únicamente se advertía que fue omisa en el cumplimiento de las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas y las cuales le resultaron inherentes al cargo desempeñado, concretamente el artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí.

Quedando evidenciado, que fueron publicados datos personales al momento de emitir una respuesta, aunado a que si bien, la omisión se trató de subsanar, ello no fue de manera espontánea sino que las acciones correspondientes se efectuaron con posterioridad al momento en que supo del error cometido por lo que los efectos no desparecieron.

Añadió, que la autoridad demandada, también señaló en la resolución del recurso de revocación impugnado, que la atribución que tiene conferida en el artículo 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no se acreditó aun el carácter de reglada que tiene el ejercicio de dicha atribución, sin embargo, consideró que  dicha determinación adolecía de la debida fundamentación y motivación
Atento a lo anterior, la Sala responsable, estableció que de conformidad con el principio de litis abierta, analizaría si se cumplían los requisitos necesarios para que el Director de Responsabilidades y Ética Pública, se abstuviera de imponer sanción por la comisión de la falta administrativa no grave consistente en omitir el cumplimiento de las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas y las cuales le resultaron inherentes al cargo desempeñado como Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Cultura del Estado de San Luis Potosí, concretamente el artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí, quedando evidenciado que fueron publicados datos personales al momento de emitir una respuesta:
A. Que el procedimiento incoado sea por una falta administrativa no grave.
Al respecto, la A quo tuvo por cumplido el anterior requisito de procedencia del criterio de oportunidad en estudio, dado que el informe de presunta responsabilidad administrativa estableció que la falta atribuida a la actora en el juicio génesis  era la contemplada en artículo 48, fracción V de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistente en haber divulgado datos personales, ya que dicha omisión, está incluida en el catálogo de faltas administrativas no graves contemplado en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

B.  El presunto responsable no haya sido sancionado previamente por la misma falta administrativa no grave o por alguna falta grave.

Sobre el particular, resaltó el contenido del considerando Séptimo de la resolución de once de septiembre de dos mil veinticuatro, en cuya fracción I, se estableció que de la búsqueda realizada en el Registro de Servidores Públicos, Proveedores y Contratistas Inhabilitados o Sancionados no se encontró que la actora hubiere sido sancionada por la misma falta administrativa no grave o por una falta grave, por lo tanto, tuvo por acreditado el requisito en estudio. 

C. Que el presunto responsable no haya actuado
de forma dolosa.

En ese sentido, precisó que el dolo según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española viene del latín dolus, y significa voluntad maliciosa de a) engañar a alguien o b) de incumplir una obligación contraída.

Bajo esa premisa, la Juzgadora de origen, determinó que la conducta constitutiva de la falta administrativa no grave en análisis no fue realizada de forma dolosa, en virtud de que no advirtió la voluntad maliciosa al incumplir la obligación inherente al cargo desempeñado, atinente al resguardo de datos personales, prevista en el artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí.

Y en el particular, señaló que la autoridad demandada omitió pronunciarse sobre la actitud dolosa o culposa de la acción generada por la aquí demandante, lo que estableció no era impedimento para que esa Juzgadora determinara que la conducta desplegada por la enjuiciante no era una acción dolosa, ya que si bien, como lo adujo la demandada, corrían a cargo de la actora el cumplimiento de las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, inherentes al cargo de Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Cultura del Estado de San Luis Potosí, y en modo concreto la establecida en el artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí; también era cierto que el Director General de Legalidad e Integridad Pública, no desarrolló como es que se tuvo acreditado el deseo de no resguardar la información personal, y esa Juzgadora no lo advirtió de los autos que integran el expediente de origen.
Lo anterior, al considerar la A quo que para que una conducta sea dolosa, la autoridad investigadora, en el procedimiento de responsabilidad administrativa de origen, debió acreditar que la actora tuvo intención de la comisión de la conducta y en la producción del resultado, lo que no ocurrió en el caso específico, pues la propia autoridad reconoció su intención de corregir la situación, aunado a que la propia deponente señaló en su comparecencia reconocer el error como también señalar que no fue intencional sino involuntario, de donde era evidente que no era su intensión divulgar la información personal ya señalada.

Aunado a ello, consideró oportuno citar la manifestación hecha por la actora en su escrito de interposición del recurso de revocación en donde dijo que “la suscrita no realice actos de divulgación de la información a cargo de la de la voz, de donde correspondía a la autoridad investigadora evidenciar como es que la suscrita tuve la intención “animus” de divulgar la información que estaba a mi cargo, y ello se dice dado que si la Investigadora hubiere atendido a sus cargas procesales, debiera haber evidenciado que se entendía por la voz “divulgación”, aunado a la circunstancia de que no están precisamente desarrollados los elementos de la imputación,” manifestación que estimó no eximía a la justiciable de responsabilidades administrativas por la violación de un deber de cuidado, pero no equivalía al mismo trato que deviene de una conducta dolosa.

Finalmente, señaló que carecía de lógica que la actora, voluntariamente haya divulgado la información personal, atento a que la única consecuencia que se advierte es la imposición de una sanción administrativa, sin que la autoridad investigadora del procedimiento de responsabilidad administrativa de origen, haya acreditado que se configuró una consecuencia distinta que funde la voluntad maliciosa de la enjuiciante.

D.  Se advierta que no existe daño ni perjuicio a la hacienda Pública Estatal o Municipal, o al patrimonio de los entes públicos.

Sobre el requisito anterior, la Sala génesis precisó que el daño es el detrimento o pérdida que sufre en su patrimonio por la falta de cumplimiento o cumplimiento deficiente de una obligación, por su parte, el perjuicio es la privación de las ganancias licitas que se dejan de obtener. 
Al respecto, tuvo por no acreditado que la autoridad investigadora haya evidenciado algún daño o perjuicio a la Secretaria de Cultura o al propio titular de la información que se dice fue materia de divulgación, en el mismo sentido, no advirtió que en el recurso de revocación, la autoridad demandada, haya cuantificado daño o perjuicio al citado ente público. 
En ese sentido, trajo a contexto lo establecido por el artículo 138 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y reprodujo su contendido, del cual  apreció que el Director de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en su calidad de autoridad investigadora, tenía la carga de la prueba para demostrar la existencia de las faltas administrativas y, en el caso que nos ocupa, los daños o perjuicios que ocasionaran los servidores públicos, y del estudio del informe de presunta responsabilidad administrativa que dio trámite al procedimiento disciplinario de origen, advirtió que determinó que no existió daño ni perjuicio en perjuicio de la Secretaría de Cultura, en virtud de lo cual, dispuso que el requisito en estudio estaba cumplimentado.

E. Que la conducta del presunto responsable esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible o que el acto u omisión fue corregido o subsanado de manera espontánea por el servidor público o implique error manifiesto y en cualquiera de estos supuestos, los efectos que, en su caso, se hubieren producido, desaparecieron.

Referente a este último requisito, la Segunda Sala Unitaria, determinó que se tenía cumplimentado, dado que de la correcta interpretación de la norma, se desprendían dos hipótesis normativas:

I) Que la conducta típica este referida a una cuestión de criterio; o,
II) Que implique error manifiesto.

De lo que concluyó, que el asunto en trato no era una cuestión de criterio, dado que no cabía duda que la accionante, como Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Cultura del Estado de San Luis Potosí, tenía la obligación de resguardar los datos personales, derivado de las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, concretamente del artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí, quedando evidenciado que fueron publicados datos personales al momento de emitir una respuesta a diversa solicitud de transparencia, de donde no se configura la hipótesis normativa identificada con el inciso a). 

Y por lo que respecta a la hipótesis normativa identificada con el inciso B), esa Juzgadora determinó que como se estudió en el requisito denominado E) Que el presunto no haya actuado de forma dolosa, la comisión de la falta administrativa no grave consistente en la divulgación u omisión de no resguardar información o datos personales, no fue ejecutada con voluntad maliciosa de generar un determinado fin, por lo tanto, adujo que implicaba un error manifiesto. 
A efecto de sustentar lo anterior, precisó que por sentido lógico, en la generalidad las conductas que se advierta fueron cometidas por culpa (entendida como el elemento subjetivo genérico de la falta administrativa, generada por la violación de un deber de cuidado, que se debía y podía observar, según las circunstancias y condiciones personales) y no dolo, tendrán su origen en un error manifiesto. 

Por lo que atendiendo a las anteriores consideraciones, la Juzgadora de origen, determinó que la autoridad demandada, debía abstenerse de imponer sanción, atento a que se cumplieron los requisitos contenidos en los artículos 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de la conducta que originó el procedimiento de responsabilidad administrativa con número de expediente ****** y el recurso de revocación controvertido, se basaba en un error administrativo que no afectaba al Estado, y no se trataba de un caso de corrupción real. 

En este contexto, citó el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2018 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable bajo el Registro digital: 2017185, del Semanario Judicial de la Federación, de rubro:  “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA
Por lo anteriormente expuesto, determinó que la resolución de veinte de noviembre de dos mil veinticuatro, dictada en el recurso de revocación instaurado bajo el expediente ******, era contraria a lo establecido en el artículo 14, segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que la norma que la autoridad demandada, aplicó en la resolución de veinte de noviembre de dos mil veinticuatro, constituye una facultad reglada, la cual debe ajustarse al análisis fundado y motivado de los supuestos que se establecen como requisitos de dicha atribución.

Por lo que concluyó, que la autoridad demandada no tomó en consideración lo argumentado por la parte recurrente, en relación a analizar el caso a la luz del artículo 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Por tanto, lo señalado por la parte actora en el argumento de impugnación que analizó resultaba fundado, pues efectivamente, la autoridad demandada no atendió a sus argumentos expresados en el recurso de revocación; pues sostuvo, al tratarse de una facultad reglada, la autoridad estaba obligada a analizar el caso a la luz del artículo 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, a efecto de establecer, fundada y motivadamente si era procedente o no la abstención de imponer sanción, lo que no ocurrió como se ha expresado líneas previas.

Y determinó, que en la especie se actualizaba la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dejan de aplicar las disipaciones legales conducentes, en el caso concreto los artículos 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, decretó la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución impugnada, por lo que declaró su nulidad total y la dejó sin efecto legal alguno.

En contra de dicha determinación, la autoridad recurrente, esgrime en esencia los siguientes agravios:
En el disenso identificado como primero, expuso que considera ilegal la sentencia definitiva dictada el veinte de agosto de dos mil veinticinco, emitida en el juicio de nulidad ****** del índice de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, puesto que señala, la referida Sala no es la Sala especializada en materia de responsabilidades administrativas a que se refiere la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por lo que reitera que la resolución que se impugna es ilegal, al violarse el principio de legalidad al ser emitido por un órgano jurisdiccional sin atribuciones para conocer de asuntos de responsabilidades administrativas.

Por lo que argumenta, dicha determinación fue emitida por autoridad incompetente, actualizándose incumplimiento establecido en el artículo 206 fracción II, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, actualizándose además lo dispuesto en la fracción I del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, máxime que en la resolución impugnada no se citó el precepto normativo, acuerdo o determinación de ese Tribunal con la que se hubiere determinado la especialización de la Sala a efecto de fundar debidamente su competencia para conocer y resolver el asunto.

Para sostener lo anterior citó como aplicables al caso las tesis de rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN  DE LAS RESOLCUIONES JURUSDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE”;“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN. ARGUMENTOS QUE DEBEN EXAMINARSE PARA DETERMINAR LO FUNDADO O INFUNDADO  DE UNA INCONFORMIDAD CUANDO SE ALEGA LA AUSENCIA DE AQUELLA O SE TACHA DE INDEBIDA” Y “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD”.

Añade que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 3° de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y 24 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es necesario que al interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, exista una Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas, para efecto de que conozca de los procedimientos de responsabilidades derivados de faltas graves, sin embargo, debe señalarse que dicha Sala no es la Segunda Sala Unitaria puesto que su simple denominación no corresponde a la especialización que exige la normatividad aplicable, además de que no citó algún precepto o determinación que establezca esa especialización a dicha Sala.

Por lo que en la estructura del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, debe existir una Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas, la cual es la única facultada para llevar a cabo la substanciación y resolución de procedimientos de responsabilidades relacionados con faltas administrativas graves, por lo que sí en el caso concreto la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es la que resolvió el juicio de nulidad ****** respecto de responsabilidades administrativas, debe concluirse que dicha autoridad es incompetente para llevar a cabo tales actos, puesto que necesariamente la Sala especializada en materia de responsabilidades administrativas de ese órgano jurisdiccional es el que debió llevar el procedimiento respectivo, por lo que al no hacerlo se encuentran ante actos que no tienen validez y los mismos son la nada jurídica al provenir de una autoridad sin atribuciones para actuar como lo hizo, por lo que considera debe declararse sin efectos la resolución impugnada y ordenarse la remisión del asunto a la Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas de ese Tribunal, y en apoyo a lo anterior, la recurrente citó la tesis aislada de rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.”
En su agravio segundo, señala la recurrente, que del análisis realizado por la Segunda Sala Unitaria, se admite implícitamente la existencia de una falta administrativa no grave, puesto que declara la nulidad de la resolución impugnada por razones distintas a la existencia o no de una falta administrativa no grave, en ese sentido, señala que se confirma la existencia de la falta.
Que la Segunda Sala Unitaria, únicamente analizó si la conducta típica estaba o no referida a una cuestión de criterio, y si la conducta implicó o no un error manifiesto, más no analizó si el acto u omisión fue corregido o subsanado de manera espontánea por el servidor público, por lo que dicho supuesto contenido en el artículo 103 fracción II de la Ley de responsabilidades administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al no configurarse en su totalidad, luego entonces, la obligación  de la autoridad resolutora que señala la Segunda Sala, respecto de que es una facultad reglada al abstenerse de sancionar, no puede aplicarse en el caso concreto, puesto que dicha facultad reglada está supeditada a que se reunan todos los requisitos contenidos en el artículo en mención para abstenerse de sancionar, lo cual, se reitera, la segunda Sala Unitaria fue omisa en analizar al momento de dictar la sentencia que se recurre.
Premisa que apoyo en las tesis de rubros siguientes: “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA). TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA.” y “RESPONSABILIDADES ADMINSITRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SI SE REUNEN LAS CONDICIONES  PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), LA AUTORIDAD QUEDA OBLIGADA A ABSTENERSE DE INICIAR EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO O IMPONER SANCIONES.”

Por lo que, considera que la sentencia que se recurre es ilegal y contraria a derecho, puesto que, la Segunda Sala Unitaria fue omisa en considerar los argumentos vertidos por esa parte procesal en el sentido de que no se reunieron todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí para que operara en el caso concreto la facultad reglada de la autoridad resolutora de abstenerse de sancionar.
En su tercer y último agravio la recurrente señala, que le causa agravio que la Segunda Sala Unitaria del Tribunal haya considerado que en la resolución administrativa no se haya estudiado si la conducta desplegada por el actor fue dolosa o no y que, por lo tanto, resultara ilegal que se determinara en la resolución impugnada, que la conducta resultaba dolosa y por tanto no operaran lo supuestos de excepción para abstenerse de imponer sanciones por faltas administrativas no graves  contenidos en el artículo 76 de la Ley de Responsabilidades  Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Que contrario a lo anterior, de la lectura de la resolución de origen, si se precia que la autoridad resolutora dentro del procedimiento administrativo de responsabilidades ******, realizó un análisis de su conducta para determinar su intencionalidad durante todo el cuerpo de la citada resolución, pero específicamente en lo referente a la determinación de la falta e individualización de la sanción.
Pues abordó el tema de la existencia o no del dolo al señalar que de las pruebas aportadas al expediente administrativo de responsabilidades EPRA-002/2024 en relación con la conducta atribuida y sus antecedentes, se desprendía una intencionalidad de actuar en detrimento de las funciones que tenía en ella conferidas pues debido a su experiencia y antigüedad era consciente del detrimento a la función pública que su incorrecto actuar podía ocasionar, por lo que se abundó respecto a la existencia o no de intencionalidad derivado del agravio expresado por la parte actora, en relación a que, según su dicho, operaba en su favor la facultad discrecional de la autoridad resolutora de abstenerse de sancionar  cuando no haya sido sancionado  previamente por la misma falta y no hubiera actuado de forma dolosa, contenida en el artículo 76 de la Ley de Responsabilidades Administrativas que nos ocupa, resultando falso, en consecuencia, que no se hubieren abordado y analizado los agravios de la parte actora en su recurso de revocación. 
Sigue diciendo que en la resolución impugnada se determinó que no le asistía la razón derivado de que conocía sus obligaciones  y las consecuencias de no actuar conforme a  la ley, aunado al hecho de que obran en el expediente administrativo de responsabilidades  de origen medios probatorios mediante los que se acreditó de manera circunstancial el dolo con el que actuó.
Consideración que además, sustento con los siguientes criterios: “DELITO CONTRA LA SALUD EN SU MODALIDAD DE TRANSPORTACIÓN, LA SOLA  MANIFESTACION DEL INCULPADO RESPECTO A QUE DESCONOCÍA LA EXISTENCIA DEL NARCOTICO TRANSPORTADO, NO DESVIRTUA LA EXISTENCIA DEL DOLO” y “DOLO DIRECTO, SU ACREDITACIÓN MEDIANTE LA PRUEBA CIRCUNSTANCIAL”.

Ahora bien, como inicialmente se dijo, los reseñados argumentos de impugnación son inoperantes; por ende, insuficientes para revocar o modificar la resolución apelada, en razón de las siguientes consideraciones.
Del análisis a los agravios propuestos por la autoridad demandada, aquí recurrente, se advierte que, le causa agravio la sentencia definitiva de veinte de agosto de dos mil veinticinco, emitida en el juicio de nulidad ******, del índice de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Puesto que señala, la Sala que conoció del asunto, no es la especializada en materia de responsabilidades administrativas a que se refiere la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por lo que considera la resolución que se impugna es ilegal, al violarse el principio de legalidad al ser emitido por un órgano jurisdiccional sin atribuciones para conocer de asuntos de responsabilidades administrativas.

Agravio que como ya se dijo deviene inoperante, tal y como se desprende de los siguientes razonamientos y consideraciones jurídicas.

Para sostener dicha calificativa, conviene traer a colación lo dispuesto en el acuerdo general II.B del Acta de instalación, integración y conformación del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado, el veintidós de julio de dos mil diecisiete y que al afecto señala:

II.B.-Se instalan las Salas Unitarias Primera, Segunda y Tercera, para conocer y resolver respecto de todos los asuntos referidos en los artículos 7°, 8°, 24, 25, 28, 29, 30, 34, 35 y 36 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, con competencia en las materias Administrativa, Fiscal y Especializadas en Responsabilidades Administrativas, hasta en tanto se haga una designación específica en esta última materia a cargo de una Sala Especializada.


Atento a lo anterior, se patentiza que las Salas Unitarias Primera, Segunda y Tercera de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa serán Especializadas en Responsabilidades Administrativas, hasta en tanto se haga una designación específica en esta última materia a cargo de una Sala Especializada y, al encontrarse vigente dicha disposición, además de ser publicada en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado y encontrarse disponible a través del portal de internet del Periódico Oficial en comento, adquiere el carácter de hecho notorio, por lo que la Sala de origen no tenía la obligación de probar esa circunstancia.


Lo anterior es así, pues los datos publicados en documentos o páginas situados en redes informáticas constituyen un hecho notorio por formar parte del conocimiento público, máxime que la naturaleza del Periódico Oficial es la de ser un órgano de difusión de los actos que la propia ley señala, y en razón de su finalidad de dar publicidad a los mismos, es que ninguna autoridad puede desconocer su contenido y alcance.


Por ende, contrario a lo hecho valer por la disidente, y como ya quedó demostrado, la Segunda Sala Unitaria, es competente para conocer de procedimientos en materia de responsabilidades administrativas, de ahí lo inoperante del agravio en estudio.

 
Sirve de sustento por analogía y en lo que aquí interesa, la tesis I.3o.C.35 K (10a), con número de registro 2004949,  así como la tesis I.3o.C.26 K, con número de registro 2003033, emitidas por los Tribunales Colegiados de Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

“PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER VALORADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL. Los datos publicados en documentos o páginas situados en redes informáticas constituyen un hecho notorio por formar parte del conocimiento público a través de tales medios al momento en que se dicta una resolución judicial, de conformidad con el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles. El acceso al uso de internet para buscar información sobre la existencia de personas morales, establecimientos mercantiles, domicilios y en general cualquier dato publicado en redes informáticas, forma parte de la cultura normal y de sectores específicos de la sociedad dependiendo del tipo de información de que se trate. De ahí que,  si bien no es posible afirmar que esa información se encuentra al alcance de todos los sectores de la sociedad, lo cierto es que sí es posible determinar si por el tipo de datos un hecho forma parte de la cultura normal de un sector de la sociedad y pueda ser considerado como notorio por el juzgador y, consecuentemente, valorado en una decisión judicial, por tratarse de un dato u opinión común indiscutible, no por el número de personas que conocen ese hecho, sino por la notoriedad, accesibilidad, aceptación e imparcialidad de este conocimiento. Por tanto, el contenido de una página de Internet que refleja hechos propios de una de las partes en cualquier juicio, puede ser tomado como prueba plena, a menos que haya una en contrario que no fue creada por orden del interesado, ya que se le reputará autor y podrá perjudicarle lo que ofrezca en sus términos. Datos personales protegidos por el Art. 116 de la LGTAIP y el artículo 56 de la LTAIPEO. 

“DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. SU PUBLICACIÓN Y CONTENIDO ES HECHO NOTORIO, BASTA SU COPIA SIMPLE PARA OBLIGAR A CONSTATAR SU EXISTENCIA Y TOMARLA EN CUENTA. Los artículos 2o, y 3o, de la Ley del Diario Datos personales protegidos por el Art. 116 de la LGTAIP y el artículo 56 de la LTAIPEO. Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales son claros al establecer que el Diario Oficial de la Federación es el órgano del gobierno constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, de carácter permanente e interés público, que tiene como función publicar en el territorio nacional, las leyes, decretos, reglamentos, acuerdos, circulares, órdenes y demás actos, expedidos por los Poderes de la Federación en sus respectivos ámbitos de competencia, a fin de que éstos sean aplicados y observados debidamente; asimismo, establecen cuáles actos son materia de publicación, a saber, las leyes y decretos expedidos por el Congreso de la Unión; los decretos, reglamentos, acuerdos, y órdenes del Ejecutivo Federal que sean de interés general; los acuerdos, circulares y órdenes del Ejecutivo Federal que sean de interés general; los tratados celebrados por el gobierno de los Estados Unidos Mexicanos; los acuerdos de interés general emitidos por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; los actos y resoluciones que la Constitución y las leyes ordenen que se publiquen en el Periódico Oficial; y aquellos actos o resoluciones que por propia importancia así lo determine el Presidente de la República. Luego, la circunstancia de que una parte dentro de un juicio aporte en copia simple un ejemplar del Diario Oficial de la Federación por el que pretende acreditar una especial situación jurídica que le afecta, no puede considerarse en modo alguno como un documento que tiene valor indiciario del hecho que se pretende demostrar, porque ha quedado establecido que la naturaleza del Diario Oficial es la de ser un órgano de difusión de los actos que la propia ley señala, y en razón de su finalidad de dar publicidad a los mismos, es que ninguna autoridad puede desconocer su contenido y alcance; en tal virtud, es de colegirse que el acto de publicación en ese órgano de difusión consta de manera documental, por lo que su presentación es una copia simple ante la autoridad judicial, no puede justificar un desconocimiento del acto patente en el documento presentado en copia simple que refleja la existencia del original del Diario Oficial de la Federación que es fácilmente constatable como hecho notorio, más aún cuando existe la presunción legal de conocerlo por parte de la autoridad judicial, porque atento a lo establecido por el artículo 8o. de la citada ley, el Diario Oficial de la Federación debe ser 103/2018                                                                                              distribuido gratuitamente a los tres Poderes de la Unión y debe proporcionarse a los gobernadores de los Estados -incluido el Distrito Federal- una cantidad suficiente de ejemplares. Basta que la autoridad judicial tenga conocimiento del acto jurídico que invoca la parte interesada como publicado en el Diario Oficial de la Federación, que derivan del hecho material de haber sido difundido en una fecha precisa y su contenido, para que la autoridad judicial esté en condiciones de pronunciarse sobre ese aspecto, porque se trata de un acontecimiento notorio que deriva de fuentes de información que la ley garantiza le deben proporcionadas por otros órganos del Estado.

Por otra parte, en cuanto a los argumentos señalados en los agravios marcados como segundo y tercero, los cuales se analizaran de manera conjunta
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí, en los cuales en esencia plantea que la Segunda Sala Unitaria, únicamente analizó si la conducta típica estaba o no referida a una cuestión de criterio, y si la conducta implicó o no un error manifiesto, más no analizó si el acto u omisión fue corregido o subsanado de manera espontánea por el servidor público.

 Esto es, que fue omisa en considerar los argumentos vertidos por esa parte procesal en el sentido de que no se reunieron todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí para que operara en el caso concreto la facultad reglada de la autoridad resolutora de abstenerse de sancionar.
Y además, que le causa agravio que la Segunda Sala Unitaria del Tribunal haya considerado que en la resolución administrativa no se haya estudiado si la conducta desplegada por el actor fue dolosa o no y que, por lo tanto, resultara ilegal que se determinara en la resolución impugnada, que la conducta resultaba dolosa y por tanto no operaran lo supuestos de excepción para abstenerse de imponer sanciones por faltas administrativas no graves  contenidos en el artículo 76 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Que contrario a lo anterior, de la lectura de la resolución de origen, si se aprecia que la autoridad resolutora dentro del procedimiento administrativo de responsabilidades ******, realizó un análisis de su conducta para determinar su intencionalidad durante todo el cuerpo de la citada resolución, pero específicamente en lo referente a la determinación de la falta e individualización de la sanción.

Pues abordó el tema de la existencia o no del dolo al señalar que de las pruebas aportadas al expediente administrativo de responsabilidades EPRA-002/2024 en relación con la conducta atribuida y sus antecedentes, se desprendía una intencionalidad de actuar en detrimento de las funciones que tenía en ella conferidas pues debido a su experiencia y antigüedad era consciente del detrimento a la función pública que su incorrecto actuar podía ocasionar, por lo que se abundó respecto a la existencia o no de intencionalidad derivado del agravio expresado por la parte actora, en relación a que, según su dicho, operaba en su favor la facultad discrecional de la autoridad resolutora de abstenerse de sancionar cuando no haya sido sancionado  previamente por la misma falta y no hubiera actuado de forma dolosa, contenida en el artículo 76 de la Ley de Responsabilidades Administrativas que nos ocupa, resultando falso, en consecuencia, que no se hubieren abordado y analizado los agravios de la parte actora en el recurso de revocación. 
Como inicialmente se dijo, devienen inoperantes los resumidos agravios, lo anterior se afirma, pues no controvierten plenamente las consideraciones al tenor de las cuales la Sala Resolutora decretó la ilegalidad e invalidez de la resolución impugnada, declarando nulidad total y dejándola sin efecto legal alguno; determinando que la autoridad demandada, debió abstenerse de imponer sanción, atento a que se cumplieron los requisitos contenidos en los articulas 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de que la conducta que originó el procedimiento de responsabilidad administrativa con número de expediente ****** y el recurso de revocación controvertido, se basó en un error administrativo que no afecta al Estado, y no se trata de un caso de corrupción real.
Pues para arribar a la anterior conclusión, la A quo estableció que de conformidad con el principio de litis abierta, analizaría si se cumplió con los requisitos necesarios para que el Director de Responsabilidades y Ética Pública, se abstuviera de imponer sanción por la comisión de la falta administrativa no grave consistente en omitir el cumplimiento de las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas y las cuales le resultaron inherentes al cargo desempeñado como Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Cultura del Estado de San Luis Potosí, concretamente el artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí, quedando evidenciado que fueron publicados datos personales al momento de emitir una respuesta.
Y en lo que aquí interesa, señaló que respecto al requisito de que la conducta del presunto responsable esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible o que el acto u omisión fue corregido o subsanado de manera espontánea por el servidor público o implique error manifiesto.

Determinó que se tenía cumplimentado, pues refirió que como se estudió en el requisito denominado E) (sic) Que el presunto no haya actuado de forma dolosa, la comisión de la falta administrativa no grave consistente en la divulgación u omisión de no resguardar información o datos personales, no fue ejecutada con voluntad maliciosa de generar un determinado fin, por lo tanto, adujo que implicaba un error manifiesto. 

A efecto de sustentar lo anterior, precisó que en la generalidad las conductas que se advierta fueron cometidas por culpa (entendida como el elemento subjetivo genérico de la falta administrativa, generada por la violación de un deber de cuidado, que se debía y podía observar, según las circunstancias y condiciones personales) y no dolo, tendrán su origen en un error manifiesto. 
Y en lo referente al supuesto de que el presunto responsable no haya actuado de forma dolosa, al respecto, precisó que el dolo según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española viene del latín dolus, y significa voluntad maliciosa de a) engañar a alguien o b) de incumplir una obligación contraída.

Bajo esa premisa, la Juzgadora de origen determinó que la conducta constitutiva de la falta administrativa no grave analizada, no fue realizada de forma dolosa, en virtud de que no advirtió la voluntad maliciosa al incumplir la obligación inherente al cargo desempeñado, atinente al resguardo de los datos personales, prevista en el artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí.

Al respecto, señaló que la autoridad demandada omitió pronunciarse sobre la actitud dolosa o culposa de la acción generada por la demandante, no obstante, ello no era impedimento para que determinara que la conducta desplegada por la enjuiciante no encuadraba en ese supuesto, ya que si bien, corrían a cargo de la actora el cumplimiento de las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, inherentes al cargo de Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Cultura del Estado de San Luis Potosí.

Y en modo concreto la establecida en el artículo 195, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí; también era cierto que el Director General de Legalidad e Integridad Pública, no desarrolló como es que se tuvo por acreditado el deseo de no resguardar la información personal, y esa Juzgadora no lo advirtió de los autos que integran el expediente de origen.

Lo que consideró así, dado que para que una conducta sea dolosa, la autoridad investigadora, en el procedimiento de responsabilidad administrativa génesis, debió acreditar que la actora en el juicio de origen tuvo intención de la comisión de la conducta y en la producción del resultado, lo que consideró no ocurrió en el caso específico, pues la propia autoridad reconoció la intención de la accionante de corregir la situación, aunado a que la propia deponente señaló en su comparecencia reconocer el error, como también señalar que no fue intencional sino involuntario, de donde concluyó era evidente que no era su intensión divulgar la información personal ya señalada.


De lo que se aprecia que la autoridad reo no combate los razonamientos que se vertieron por la Sala de origen para sustentar la sentencia recurrida, lo anterior es así, porque al ser la materia de la apelación la resolución recurrida; la parte recurrente debe expresar los razonamientos tendentes a desvirtuar las consideraciones del órgano jurisdiccional que lo llevaron a resolver el problema jurídico planteado de la manera en que lo hizo, pues no puede considerarse como agravio la simple manifestación y opinión del recurrente de inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida por considerarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con razonamientos, los que la hayan fundado.


Y en el caso, es patente que los agravios antes citados, no controvierten de manera eficaz si la autoridad responsable actuó de manera incorrecta, al no exponer razonamientos contundentes que así lo demuestren, ya que la autoridad recurrente no refuta eficazmente ni desvirtúa los fundamentos y motivos que llevaron a la A quo a tales determinaciones, de ahí su inoperancia.

Pues son características de un agravio, precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar la transgresión de que se duele con razonamientos lógico-jurídicos idóneos y citar las leyes, doctrinas y jurisprudencias en apoyo a los argumentos expuestos.
Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa a la A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, además de que no combate el fondo del fallo natural, limitándose a realizar afirmaciones sin sustento o conclusiones no demostradas, por lo cual no puede considerarse como un verdadero razonamiento.
Así, los agravios tendientes a combatir una resolución no deben limitarse a señalar los elementos que existen para considerar injustificados los considerandos de la sentencia o establecer cuales preceptos omitió el juzgador, sino refutar debidamente las consideraciones que se vertieron para concluir el sentido de la resolución. 
El Tribunal de Alzada, solo debe pronunciarse respecto de las cuestiones que en vía de agravio le sometan a su decisión; en caso contrario queda en la imposibilidad de modificar los pronunciamientos consentidos o no combatidos por el recurrente Tantum devolutum quantum apellatum, lo que lleva a concluir que al no existir esas condiciones mínimas, estos agravios se deben calificar como inoperantes.
En apoyo de lo sustentado, cabe invocar la tesis de jurisprudencia VI. 2o. J/321, localizable en la página 86, Tomo 80, Agosto de 1994, del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente a Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, del rubro y contenido: 

“AGRAVIOS. NO LO SON LAS AFIRMACIONES QUE NO RAZONAN CONTRA LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO QUE ATACAN.- No puede considerarse como agravio la simple manifestación y opinión del recurrente de inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida por considerarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con razonamientos, los que la hayan fundado.”


Acorde a lo anterior, se sostiene la calificativa dada a  los agravios en estudio; toda vez que, como ya se estableció, no controvierten de manera eficaz los elementos que tomó en consideración la autoridad sancionadora para declarar la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, y por consecuencia su nulidad, así como para determinar que la autoridad demandada debía abstenerse de imponer sanción, atento a que se cumplieron los requisitos contenidos en los articulas 76 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Aunado a lo anterior esta Alzada no soslaya que la recurrente trata de mejorar mediante su escrito de interposición del presente recurso de apelación, la fundamentación y motivación  que expuso tanto en la resolución emitida dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa ******de once de septiembre de dos mil veinticuatro, así como en la resolución del recurso de revocación dictada en veinte de noviembre de dos mil cuatro, en relación a la acreditación de la conducta dolosa de la accionante, esto es, pretende con sus afirmaciones subsanar las omisiones realizadas en el acto controvertido, en detrimento de la parte actora en el juicio génesis. 

Lo que no puede tenerse por satisfecho, en razón de que no resulta válido que se señalen fundamentos y motivos, en un documento distinto al acto impugnado, pues esto violaría en perjuicio de la afectada  la garantía de audiencia y de debido procedimiento legal consagrada en los artículos 14 y 16 constitucionales, y lo dejaría en estado de indefensión.
En efecto, para determinar la validez o nulidad de una resolución o acto administrativo, las Salas del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa deben atender exclusivamente a la fundamentación y motivación externadas en ellos, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda u otro documento tendientes a modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución o acto combatido, pues el fin del proceso administrativo precisamente es combatir actos y resoluciones deficientemente fundados o motivados.
Sirve de apoyo a lo anterior la, la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable bajo el número de registro 917740, 7ª Época, del rubro y texto siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

De igual forma, tienen aplicación por analogía las Tesis de Jurisprudencia: VII.1o.A. J/42 (9a.) y XXI.2o. J/4, del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, respectivamente, del rubro y texto siguiente:
“SENTENCIAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN SU DICTADO, NO DEBEN CAMBIAR LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO IMPUGNADO CON MOTIVO DE LO ADUCIDO POR LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA. Atento a los artículos 22, primer párrafo y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir sus sentencias en el juicio de nulidad, no deben invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado con motivo de lo aducido por la autoridad al contestar la demanda, ya que si bien es cierto que ésta tiene el derecho de oponer defensas y excepciones tendientes a sostener la legalidad de aquél, incluso introduciendo argumentos que justifiquen con mayor precisión y detalle los motivos y fundamentos ahí contenidos, también lo es que ello debe acontecer bajo la condición de no variar los originales, pues de lo contrario, deben desestimarse por pretender mejorar el acto autoritario en la litis contenciosa. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO.”


Máxime que la autoridad demandada pasa por alto que en la resolución emitida en once de septiembre de dos mil veinticuatro
, dictada dentro de los autos del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa ******, estableció:

“Primeramente, debe señalarse que, si bien no existió una conducta dolosa o intencional, si quedó acreditado con los medios de prueba aportados por la autoridad investigadora, que existió una responsabilidad por omisión…“
El resaltado es propio.
De lo que se desprende que la propia autoridad demandada en el juicio de origen, aquí recurrente, reconoció en la citada resolución que no existió una conducta dolosa o intencional por parte de la actora en el juicio génesis. Lo que profundiza en la inoperancia de sus agravios. 
Finalmente devienen inoperantes los disensos hechos valer, toda vez que de una contrastación entre la sentencia impugnada y los agravios vertidos, se advierte no combaten en su totalidad las consideraciones, sustento del fallo apelado.

Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Así como, la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:
“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en el caso no sucedió, por lo que los agravios vertidos no pueden ser analizados válidamente por este tribunal de Alzada.
Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veinte de agosto de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso ******/2025/2.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ****** para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 217, 220 y 221 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de veinte de agosto de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo ******/2025/2, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora ****** y por oficio a la autoridad demandada; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Melissa del Carmen Vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18, fracción I, en relación con el 20, fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. 
CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN
MAGISTRADO TITULAR DE LA SALA SUPERIOR
MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMÍREZ
SECRETARIA JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
Razón; esta hoja pertenece a la parte final de la sentencia de dieciocho de mayo dos mil veintiséis, dictada en los autos del toca ******.- Conste.

 “En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 12-15 del Toca.





� Foja 37- 38 del toca.





�“ARTÍCULO 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� “ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� “ARTÍCULO 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 102-103  del expediente de origen.


� Fojas 33-54 del expediente de origen.


� Fojas 21-32  del expediente  de origen.





� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia. 


“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 





� Registro digital: 917740 Instancia: Segunda Sala Séptima Época Materias(s): Común Tesis: 206 Fuente: Apéndice 2000. Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, página 168 Tipo: Jurisprudencia





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 160104 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: VII.1o.A. J/42 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2, página 1724 Tipo: Jurisprudencia.


� Fojas 45  reverso del juicio de origen.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.





� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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